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Tema:         
                REGLAS DE REPARTO DE LA ACCIÓN DE TUTELA / ASIGNACIÓN DE COMPETENCIA POR VACANCIA JUDICIAL. “La Corte Constitucional en Auto 124 del 25 de marzo de 2009, estableció, entre otras precisiones, que el decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, aclaró en qué eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382, y al efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó. Ahora bien, como la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda mediante la Circular CSJRC16-9191 del 28 de noviembre de 2016 suspendió el reparto de las acciones procesales constitucionales de tutela, diez (10) días hábiles antes de que se inicie la vacancia judicial de navidad para aquellos servidores que salen a su disfrute, esto es el 5 de diciembre de 2016, y para el caso en concreto el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es uno de los que tendrá cese de actividades por la vacancia aludida, la demanda de tutela interpuesta  por el doctor Julián David Coca Arboleda deberá ser tramitada por los funcionarios que permanecen en servicio como son los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y los Juzgados Penales del Circuito Especializado de esta ciudad.”.
Citación jurisprudencial: Auto 198 de 2009 / Auto 124 de 2009.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA PENAL

Pereira, dieciséis (16) de diciembre de dos mil dieciséis (2016)
Proyecto aprobado por Acta No.1174
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO

Mediante este pronunciamiento, la Sala define lo pertinente en relación con la competencia funcional para conocer de la presente acción de tutela.

2. ANTECEDENTES
El Consejo Seccional de la Judicatura pese a haber suspendido el reparto de las acciones de tutela para los despachos que disfrutarán las vacaciones colectivas, mediante la Circular CSJRC16-194 del 7 de diciembre de 2016 dispuso dejarlo abierto hasta el 19 de diciembre de 2016 para las tutelas de competencia del Tribunal Superior de Pereira, Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda y Sala Disciplinaria de Risaralda.
El 15 de diciembre del presente año, Este Despacho recibió acción de tutela promovida por el abogado Julián David Coca Arboleda en contra de la Jueza Penal Municipal de Conocimiento con Función de Control de Garantías de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, por considerar vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso, libertad y trabajo, teniendo en cuenta los hechos expuestos en la demanda de tutela, de lo que se extrae lo siguiente:

· Señaló el actor que desde el 13 de febrero de 2012 se desempeña como abogado externo de la IPS COSMITET LTDA., entidad con la cual suscribió un contrato de prestación de servicios para realizar la defensa jurídica frente a las acciones de tutela, contestar demandas de responsabilidad médica y de asesoría a la institución.

· Indicó que dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Guillermo Alberto Villada Arias en contra de COSMITET LTDA., la cual le correspondió al Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal, bajo el radicado 2016-00226, el despacho amparó los derechos fundamentales invocados y ordenó a COSMITET LTDA. que en un término de 48 horas siguientes a la notificación de la decisión, gestionara, autorizara y suministrara el servicio de enfermera permanente domiciliaria, tal como lo había prescrito el médico tratante al accionante.

· La Jueza Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal el 12 de diciembre de 2016 dentro del trámite de incidente a desacato a un fallo de tutela, resolvió sancionar al doctor Julián David Coca Arboleda, con 3 días de arresto y 5  SMLMV, pese a que desde la contestación de la demanda de tutela aludida había informado que actuaba de conformidad con el poder general otorgado por el representante legal de COSMITET LTDA., doctor Miguel Ángel Duarte, a través de la escritura pública No.2355 del 20 de 2015 de la Notaría Catorce del Circuito de Cali, documento en el que se lo autoriza para contestar acciones de tutela y ejercer los medios de defensa a favor de COSMITET LTDA., en el cual no existe la delegación de funciones de representación administrativas por parte del Dr. Miguel Ángel Duarte. 

Por lo anterior, el accionante solicitó: i) tutelar los derechos al debido proceso, libertad y trago, para evitar un perjuicio irremediable; ii) declarar la violación al debido proceso en el trámite de incidente de desacato en su calidad de apoderado judicial de COSMITET LTDA.; iii) declarar que el doctor Julián David Coca Arboleda como asesor jurídico externo, en virtud del contrato de prestación de servicios suscrito con COSMITET LTDA., no es el responsable del cumplimiento de las acciones de tutela falladas contra dicha entidad; iv) dejar sin efectos la sanción de arresto emitida el 12 de diciembre de 2016 por la doctora Patricia del Pilar Díaz Molina, Jueza Penal Municipal de Conocimiento con función de Control de Garantías de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, en su calidad de apoderado judicial de COSMITET LTDA. y v) que se adopten las medidas necesarias y pertinentes para asegurar que sus derechos fundamentales fueron vulnerados por la Jueza Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal.
Por lo anterior, solicitó una medida provisional con el fin de que se ordene la suspensión de la sanción interpuesta en el incidente de desacato por parte de la doctora Patricia del Pilar Díaz Molina, Jueza Penal Municipal de Conocimiento con funciones de Control de Garantías de Santa Rosa de Cabal por vulneración al derecho fundamental al debido proceso y para evitar un perjuicio irremediable, toda vez que puede ser capturado por el CTI como consecuencia de un error judicial, lo cual afecta su vida profesional y personal, sin poder tomar otros medios de defensa como consecuencia de la vacancia judicial, que al día de hoy es evitable y resistible.  Por lo tanto, señaló que dicha decisión debe durar mientras se decida, si en su condición de abogado externo, el accionante está obligado o llamado a cumplir con los fallos de tutela donde se condene a COSMITET LTDA. 
3.  PARA RESOLVER SE CONSIDERA

Sería del caso proceder a admitir la presente acción de tutela y darle el trámite pertinente, si no fuera porque los parámetros que permiten deducir la competencia del Juez Constitucional se encuentran regulados en el Decreto 2591 de 1991, así como también en los Decretos Reglamentarios 306 de 1991 y 1382 de 2000.  

En ese orden de ideas, el Decreto 1382 de 2000 en el numeral 2 del artículo 1º dispone: “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado. … (..)”

PARÁGRAFO: si conforme a los hechos descritos en la solicitud de tutela el Juez no es el competente, éste deberá enviarla al juez que los sea a más tardar al día siguiente de su recibo, previa comunicación a los interesados…”

Por su parte, el Decreto 1069 de 2015 dispuso sobre las reglas de reparto de la acción de tutela en el inciso 2º numeral 2 del artículo 2.2.3.1.2.1 consagra que: “2. Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado (...).”

La Corte Constitucional en Auto 124 del 25 de marzo de 2009, estableció, entre otras precisiones, que el decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia
. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, aclaró en qué eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382, y al efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

Significa lo anterior, que como la autoridad judicial que ostenta la condición de sujeto pasivo de esta demanda es el Juzgado Penal Municipal de Conocimiento con Función de Control de Garantías de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, el competente para dirimir el asunto en primera instancia es el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en razón del tipo de proceso y determinación que dio origen a la tutela, a donde se ordena remitir la actuación inmediatamente, atendiendo a lo establecido en el artículo 1º numeral 2º del Decreto 1382 de 2000, antes transcrito.

Ahora bien, como la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda mediante la Circular CSJRC16-9191 del 28 de noviembre de 2016 suspendió el reparto de las acciones procesales constitucionales de tutela, diez (10) días hábiles antes de que se inicie la vacancia judicial de navidad para aquellos servidores que salen a su disfrute, esto es el 5 de diciembre de 2016, y para el caso en concreto el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es uno de los que tendrá cese de actividades por la vacancia aludida, la demanda de tutela interpuesta  por el doctor Julián David Coca Arboleda deberá ser tramitada por los funcionarios que permanecen en servicio como son los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y los Juzgados Penales del Circuito Especializado de esta ciudad.
Por lo anterior,  y en vista de que no se ha asumido el conocimiento de esta acción de tutela, la actuación será remitida a la Oficina Judicial de Reparto de Pereira con el fin de que asigne la misma entre los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y los Juzgados Penales del Circuito Especializado de esta ciudad.

Se ordena informar de la presente decisión al doctor Julián David Coca Arboleda.

Notifíquese y cúmplase,
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:  


Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible. 


Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. 


Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). 


Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia.


Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”


� Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.








